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MEMORANDO 
                                                                                           
PARA:  JORGE ALFONSO PÉREZ GUTIÉRREZ 
Director Local de Educación 
Localidad 8 - Kennedy       
                            
DE:          FERNANDO AUGUSTO MEDINA GUTIERREZ 
                     Jefe Oficina Asesora Jurídica 
 
ASUNTO: Respuesta a consulta Radicado- I-2020-75254 del 30/10/2020 Impedimentos y 
recusaciones en proceso de evaluación anual de desempeño laboral de docentes – 
queja por acoso laboral 
              
FECHA:      25 de noviembre de 2020 
 
 
Respetado director:  
De conformidad con su consulta del asunto, elevada mediante el radicado de la referencia, la Oficina 
Asesora Jurídica procederá a emitir concepto, de acuerdo con sus funciones establecidas los literales A 
y B1 del artículo 8 del Decreto Distrital 330 de 2008, y en los términos del artículo 28 del CPACA, 
sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, según el cual, por regla general, los conceptos 
emitidos por las autoridades como respuestas a peticiones realizadas en ejercicio del derecho a 
formular consultas, no son de obligatorio cumplimiento o ejecución. 
 
1. Consulta jurídica.  
 
Previamente le precisamos que, la Oficina Asesora Jurídica (OAJ) no resuelve casos concretos, por 
ende, no define derechos, no asigna obligaciones y tampoco establece responsabilidades; sino que 
emite conceptos jurídicos, entendidos como respuestas a consultas claras, concretas y precisas en 
forma de pregunta sobre un punto materia de cuestionamiento, duda o desacuerdo que ofrezca la 
interpretación, alcance y/o aplicación de una norma jurídica o la resolución de una situación fáctica 
genérica relacionado con el sector educativo.  
 
Bajo ese entendido, su consulta ha sido sintetizada así: 
 
En los procesos de Evaluación Anual de Desempeño de los Docentes, se han venido presentando 
dificultades en la etapa de Evaluación y Valoración, por cuanto existen con antelación, quejas por 
presunto acoso laboral entre los docentes y directivos-docentes ante los comités de convivencia laboral 
y traslados por competencia a la Procuraduría General de la Nación. 
 
Frente lo anterior formula el siguiente interrogante: 
 
“…si el curso de una queja por presunto acoso laboral ante la Procuraduría General de la Nación, se 




1 “Artículo 8º Oficina Asesora de Jurídica. Son funciones de la Oficina Asesora de Jurídica las siguientes: 
A. Asesorar y apoyar en materia jurídica al Despacho del Secretario y demás dependencias de la SED. 
B. Conceptuar sobre los asuntos de carácter jurídico que le sean consultados por las dependencias de la SED y apoyarlas en la resolución de recursos.” 
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Procedemos a dar unas orientaciones jurídicas generales respecto a las normas y jurisprudencia que 
regulan el tema consultado, las cuales usted como interesado podrá aplicar, de acuerdo con las 
circunstancias de modo, tiempo y lugar de su caso concreto.  
 
2. Marco jurídico.  
 
2.1. Constitución Política de Colombia de 1991 
2.2. Ley 734 de 2002 “Código Único Disciplinario. 
2.3. Decreto 1278 de 19 de junio de 2002 
2.4. Ley 1010 de 2006 
2.5. Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
2.6. Código General del Proceso 
2.7. Decreto Nacional 1075 de 2015- DURSE- 
2.8. Resolución No. CNSC- 20171000069325 del 27 de noviembre de 2017 
2.9. Resolución SED 1435 del 11 de septiembre del 2020 
 
3. Marco jurisprudencial 
 
3.1. Consejo de Estado- SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, Sentencia 00012 
de 2009, MP VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA 
3.2. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 24 de 
enero de 2002, MP. Consejero Germán Rodríguez Villamizar 
3.3     Corte Constitucional - sentencia C365 de 2000. MP. Vladimiro Naranjo Mesa 
 
4. Análisis jurídico.  
 
Para responder la consulta se analizarán los siguientes temas: i) Evaluación anual de desempeño 
laboral de los servidores públicos docentes y directivos ii) Impedimentos y recusaciones iii) trámite de 
Impedimentos y recusaciones en proceso de evaluación de desempeño de docentes y directivos 
docentes iv) Acoso laboral v) Conclusiones. 
4.1. Evaluación anual de desempeño laboral de los servidores públicos docentes y directivos 
 
La evaluación anual de desempeño de los docentes y directivos docentes se define en el articulo 32 del 
Decreto 1278 de 2002, así: 
 
Artículo  32. Evaluación de desempeño. Entiéndese por evaluación de desempeño la 
ponderación del grado de cumplimiento de las funciones y responsabilidades inherentes al cargo 
que desempeña el docente o directivo y al logro de los resultados. 
Será realizada al terminar cada año escolar a los docentes o directivos que hayan servido en el 
establecimiento por un término superior a tres (3) meses durante el respectivo año académico. El 
responsable es el rector o director de la institución y el superior jerárquico para el caso de los 
rectores o directores. 
Parágrafo.   El Gobierno Nacional reglamentará la evaluación de desempeño, los aspectos de la 
misma, y la valoración porcentual de cada uno de los instrumentos y de los evaluadores, de 
acuerdo con los artículos siguientes” 
Mediante  Decreto Nacional 3782 de 2007, compilado en el Decreto 1075 de 2015, el Gobierno 
Nacional reglamentó la evaluación anual de desempeño laboral de los servidores públicos docentes y 
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El Consejo de Estado, en la sentencia proferida el 25 de febrero de 2010 dentro del expediente 11001-
03-25-000-2008-00007-00, ratificó la evaluación anual de desempeño laboral de los docentes y 
directivos reglamentada por el Decreto 3782 de 2007. 
 
Así mismo, el Consejo de Estado resolvió decretar la nulidad de las expresiones "primera valoración", 
"segunda valoración", "dos valoraciones" y "una vez exista vacante" contenidas en el Decreto 
mencionado. 
 
Lo anterior implica que, en la evaluación anual de desempeño laboral, el evaluador sólo emitirá una 
única calificación al finalizar el año escolar, siempre que el evaluado haya ejercido el cargo en el 
establecimiento educativo mínimo durante tres meses continuos o discontinuos. 
 
La evaluación de desempeño es un proceso que permite obtener información sobre los resultados de 
los educadores, en el ejercicio de sus responsabilidades en los Establecimientos Educativos en los que 
laboran. Se basa en el análisis del desempeño de los docentes y directivos docentes, frente a un 
conjunto de indicadores establecidos previamente. 
 
Esta evaluación se caracteriza por ser un proceso continuo, sistemático, basado en evidencias y 
orientado al mejoramiento. 
 
Conforme a lo previsto en el artículo 2.4.1.5.1.5 Decreto1075 de 2015 - Único Reglamentario del Sector 
Educación, en adelante DURSE, son objeto de esta evaluación los docentes y directivos docentes, 
sujetos al Estatuto de profesionalización Docente establecido mediante el Decreto–ley 1278 de 2002 
que hayan superado la evaluación de periodo de prueba y laborado en el establecimiento educativo, en 
forma continua o discontinua, un término igual o superior a tres (3) meses. 
 
En tal sentido, es necesario precisar que solo es posible que un docente sea evaluado, siempre que se 
cumpla el presupuesto anterior, y en el evento que no alcance a cumplir con el término establecido, no 
podrá ser objeto de evaluación. 
 
El evaluador sólo emitirá una única calificación al finalizar el año escolar, siempre que el evaluado 
haya ejercido el cargo en el establecimiento educativo como se anotó mínimo durante tres meses 
continuos o discontinuos. 
 
La evaluación de desempeño se caracteriza por ser un proceso: 
 
• Continuo: porque se realiza durante todo el año escolar, para propiciar la reflexión permanente sobre 
los logros y los resultados de los educadores. 
• Sistemático: porque requiere de planeación y organización para obtener información confiable y 
representativa del desempeño de los educadores. 
• Basado en la evidencia: puesto que se sustenta en pruebas y demostraciones concretas que 
garanticen objetividad. 
• Orientado al mejoramiento: este proceso debe culminar cada año con la formulación concertada entre 
evaluadores y evaluados, de un Plan de Desarrollo Personal y Profesional, que apoye el desarrollo 
individual de las competencias de los docentes, coordinadores, rectores y directores rurales del país. 
 
De otra parte, es importante señalar que cuando la evaluación no se produce por causa atribuible al 
evaluador, toda vez que las normas que reglamentan el proceso de evaluación anual del desempeño 
laboral para docentes y directivos docentes regidos por el Decreto Ley 1278 de 2002, no regulan tal 
situación, se debe aplicar de manera supletoria las disposiciones contenidas en el artículo 33 del 
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“Si dentro de los cinco (5) días siguientes a la solicitud el empleado o empleados responsables 
de evaluar no lo hicieren, la evaluación parcial o semestral o la calificación definitiva se 
entenderá satisfactoria en el puntaje mínimo. La no calificación dará lugar a investigación 
disciplinaria” 
 
Por lo anterior, se concluye que, si el docente no es evaluado por causa atribuible al evaluador, se 
entenderá que superó su evaluación en el porcentaje mínimo satisfactorio. 
 
En cuanto, a quien debe evaluar al docente el DURSE señala: 
 
“Artículo 2.4.1.5.1.6. Evaluador. El rector o el director rural, según el caso, evaluará a 
los coordinadores y docentes del establecimiento educativo que dirige. 
Cada rector o director rural será evaluado por su superior jerárquico, definido de acuerdo con la 
estructura organizacional adoptada por cada entidad territorial certificada. 
Para realizar el proceso de evaluación anual de desempeño laboral de los docentes y 
coordinadores, el evaluador contará con el apoyo de los coordinadores del establecimiento 
educativo. Para la evaluación de los rectores o directores rurales, el evaluador contará con el 
apoyo del responsable de las estrategias de cobertura, eficiencia y calidad de la respectiva 
secretaría de educación. (Decreto 3782 de 2007, artículo 6). 
Artículo 2.4.1.5.1.7. Responsables del proceso. La evaluación anual de desempeño laboral de 
docentes y directivos docentes es responsabilidad, de acuerdo con lo establecido en la ley y en 
el presente Capítulo, de la Comisión Nacional del Servicio Civil, del Ministerio de Educación 
Nacional, de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, de los 
evaluadores y de los evaluados. (Decreto 3782 de 2007, artículo 7)” 
Los evaluadores tienen un papel importante en la evaluación de desempeño. Son quienes propician 
un ambiente de colaboración y respeto que facilite el desarrollo personal y profesional de los 
docentes y directivos docentes evaluados. 
 
En el caso de los docentes y los coordinadores, los evaluadores serán el rector o el director rural del 
establecimiento. A su vez, los rectores y los directores rurales serán evaluados por su superior 
jerárquico en la estructura de la secretaría de educación, o por el servidor público que sea designado 
por el nominador de la entidad territorial certificada correspondiente. 
 
4.2. Impedimentos y recusaciones 
 
La manifestación del impedimento es un acto del exclusivo resorte del funcionario, voluntario, oficioso e 
imperativo, cuando se advierta la concurrencia de la causal legal, debiendo expresarse claramente los 
motivos en que sustenta el impedimento, para verificar que corresponda con lo señalado en la ley. Así, 
la manifestación del impedimento debe ser clara e inequívoca, acompañada de los razonamientos que 
permitan demostrar su incidencia en la ecuanimidad y en la transparencia de la administración de 
justicia.   
 
Es decir, que en el evento de presentarse situaciones particulares que puedan afectar la objetividad de 
la evaluación, el evaluador deberá declararse impedido para practicarla. Si éste no manifiesta su 
impedimento, el evaluado, puede hacer uso de la recusación. En cualquiera de los dos casos debe 
remitirse un escrito informando tal situación de impedimento o recusación al superior jerárquico del 
evaluador, que como mínimo contendrá la causal aducida y la justificación de la misma. 
En materia administrativa, los impedimentos y recusaciones son una institución que también busca la 
garantía de la imparcialidad en el ejercicio de la función pública, fundada en el artículo 209 de la 
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Constitución Política, que la reconoce como un principio y materializa que su finalidad sea la 
satisfacción del interés general: 
“La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad 
y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones". 
Por su parte, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, aprobado 
por la Ley 1437 de 2011, estableció que en virtud del principio de imparcialidad, “las autoridades 
deberán actuar teniendo en cuenta que la finalidad de los procedimientos consiste en asegurar y 
garantizar los derechos de todas las personas sin discriminación alguna y sin tener en consideración 
factores de afecto o de interés y en general, cualquier clase de motivación subjetiva”2. 
El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, en la sentencia de 24 
de enero de 2002, con ponencia del Consejero Germán Rodríguez Villamizar definió los impedimentos 
como “aquel obstáculo, dificultad o evento que se opone al desarrollo de una actividad, concepto este 
que aplicado al ejercicio de la función pública en general y de la administrativa en particular, implica 
que la persona que está desempeñando funciones públicas no puede ejercerlas en determinadas 
situaciones o circunstancias, como por ejemplo, en los asuntos que aquella o sus parientes cercanos 
tangan interés directo, etc." 
De igual manera, las causales de impedimento y recusación, así como el procedimiento para 
tramitarlos, se encuentran en el capítulo II, del Título V, de la Sección II. del Libro Segundo del Código 
General del Proceso.[4] 
Para el caso de la rama ejecutiva, el CPACA, reguló en los artículos 11 y 12, los conflictos de interés, 
así como las causales de impedimento y recusación de los servidores públicos y su trámite. Para tal 
efecto, dispone la obligación en cabeza de todo servidor que deba adelantar o sustanciar actuaciones 
administrativas, realizar investigaciones, practicar pruebas o pronunciar decisiones definitivas, de 
declararse impedido "cuando el interés general propio de la función pública entre en conflicto con el 
interés particular y directo del servidor público”. 
Las causales de estas figuras se encuentran actualmente en el Código Disciplinario Único, Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y en el Código de Procedimiento Civil 
y pueden desprenderse de lazos de consanguinidad, afinidad, comerciales, judiciales, disciplinarias  
entre otros, como los siguientes: 
• Que el evaluador sea cónyuge o compañero permanente del evaluado.  
• Que el evaluador sea pariente del evaluado dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil. Los grados de consanguinidad corresponden a los siguientes 
parentescos (enunciando sólo los que cronológicamente posibilitan una relación laboral):  
- Primer grado: Padres e hijos  
- Segundo Grado: Hermanos, Abuelos y Nietos 
- Tercer Grado: Tíos y Sobrinos  
- Cuarto Grado: Primos y los hijos de los sobrinos  
Dentro del primer grado de afinidad se encuentran los suegros, el yerno y la nuera; mientras en el 
segundo están los cuñados. En el grado civil se encuentra el adoptante y el adoptado.  
 
2 Sobre el particular el artículo 141 establece las causales de recusación y el artículo 140 el deber de los jueces, magistrados y 
conjueces de declarase impedidos cuando adviertan la existencia de alguna de ellas. 
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• Que el evaluado haya formulado denuncia penal contra el evaluador, su cónyuge, o pariente en 
primer grado de consanguinidad, siempre que el denunciado debe estar vinculado a la 
investigación penal. Esta causal también opera cuando es el evaluador el denunciante contra el 
evaluado, su cónyuge o pariente.  
• Que el evaluado haya formulado denuncia disciplinaria contra el evaluador, su cónyuge, o pariente 
en primer grado de consanguinidad o este contra aquel, siempre y cuando se hubiere formulado 
cargos. 
• Que exista enemistad grave por hechos ajenos al proceso de evaluación. 
• Que el evaluador su cónyuge o alguno de sus parientes en segundo grado de consanguinidad, 
primero de afinidad o primero civil, sea acreedor o deudor del evaluado. 
• Que el evaluador, su cónyuge o alguno de los parientes antes indicados sea socio del evaluado. 
Así mismo, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo —Ley 1437 
de 2011, en el artículo 11, introduce nuevas causales que pueden generar impedimentos o 
recusaciones, al señalar: 
 
"ARTÍCULO 11. CONFLICTOS DE INTERÉS Y CAUSALES DE IMPEDIMENTO Y 
RECUSACIÓN. Cuando el interés general propio de la función pública entre en conflicto con el 
interés particular y directo del servidor público, este deberá declararse impedido. Todo servidor 
público que deba adelantar o sustanciar actuaciones administrativas, realizar investigaciones, 
practicar pruebas o pronunciar decisiones definitivas podrá ser recusado si no manifiesta su 
impedimento por: 
(…) 
5. Existir litigio o controversia ante autoridades administrativas o jurisdiccionales entre el 
servidor, su cónyuge, compañero permanente, o alguno de sus parientes indicados en el 
numeral 1, y cualquiera de los interesados en la actuación, su representante o apoderado. 
6. Haber formulado alguno de los interesados en la actuación, su representante o apoderado, 
denuncia penal contra el servidor, su cónyuge, compañero permanente, o pariente hasta el 
segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, antes de iniciarse la 
actuación administrativa; o después, siempre que la denuncia se refiera a hechos ajenos a la 
actuación y que el denunciado se halle vinculado a la investigación penal. 
7. Haber formulado el servidor, su cónyuge, compañero permanente o pariente hasta el segundo 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, denuncia penal contra una de las 
personas interesadas en la actuación administrativa o su representante o apoderado, o estar 
aquellos legitimados para intervenir como parte civil en el respectivo proceso penal. 
8. Existir enemistad grave por hechos ajenos a la actuación administrativa, o amistad entrañable 
entre el servidor y alguna de las personas interesadas en la actuación administrativa, su 
representante o apoderado. 
9. Ser el servidor, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en segundo 
grado de consanguinidad, primero de afinidad o primero civil, acreedor o deudor de alguna de las 
personas interesadas en la actuación administrativa, su representante o apoderado, salvo 
cuando se trate de persona de derecho público, establecimiento de crédito o sociedad anónima. 
10. Ser el servidor, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en 
el numeral anterior, socio de alguna de las personas interesadas en la actuación administrativa o 
su representante o apoderado en sociedad de personas. 
11. Haber dado el servidor consejo o concepto por fuera de la actuación administrativa sobre las 
cuestiones materia de la misma, o haber intervenido en esta como apoderado, Agente del 
Ministerio Público, perito o testigo. Sin embargo, no tendrán el carácter de concepto las 
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referencias o explicaciones que el servidor público haga sobre el contenido de una decisión 
tomada por la administración. 
12. Ser el servidor, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes indicados en 
el numeral 1, heredero o legatario de alguna de las personas interesadas en la actuación 
administrativa. 
13. Tener el servidor, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes en 
segundo grado de consanguinidad o primero civil, decisión administrativa pendiente en que se 
controvierta la misma cuestión jurídica que él debe resolver…” 
 
Igualmente, en el artículo 141 del Código General del Proceso establecido como causales de 
recusación las siguientes:  
“ARTÍCULO 141. Causales de recusación. …7. Haber formulado alguna de las partes, su 
representante o apoderado, denuncia penal o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero 
permanente, o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o 
después, siempre que la denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la 
sentencia, y que el denunciado se halle vinculado a la investigación. 
 8. Haber formulado el juez, su cónyuge, compañero permanente o pariente en primer grado de 
consanguinidad o civil, denuncia penal o disciplinaria contra una de las partes o su representante o 
apoderado, o estar aquellos legitimados para intervenir como parte civil o víctima en el respectivo 
proceso penal” 
Así mismo, el Código único Disciplinario, establece como causales de impedimento y recusación 
para los servidores públicos las siguientes:  
“… 
5. Tener amistad íntima o enemistad grave con cualquiera de los sujetos procesales. 
(…) 
8. Estar o haber estado vinculado legalmente a una investigación penal o disciplinaria en la que 
se le hubiere proferido resolución de acusación o formulado cargos, por denuncia o queja 
instaurada por cualquiera de los sujetos procesales…” 
Particularmente, dentro del procedimiento para la evaluación de desempeño laboral de un docente o 
directivo docente, el DURSE establece cuando se puede afectar la imparcialidad de las partes y el 
trámite para resolverlo. En ese sentido señala:  
“Artículo 2.4.1.5.3.3. Impedimentos y recusaciones. El evaluador deberá declararse impedido 
para realizar la evaluación de desempeño laboral de un docente o directivo docente, cuando se 
encuentre incurso en una o varias de las causales de recusación previstas en la ley, en particular 
en el Código General del Proceso y el Código Único Disciplinario.  
   
El evaluador expresará por escrito, a su superior jerárquico, la causal aducida explicando las 
razones en que se fundamenta. El superior jerárquico adoptará la decisión a que haya lugar, 
mediante acto administrativo motivado, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes.  
   
El docente o directivo docente podrá recusar al evaluador ante el superior jerárquico de este, a 
quien le expresará por escrito la causal aducida, explicando las razones en que se fundamenta. 
La decisión será adoptada mediante acto administrativo motivado, dentro de los diez (10) días 
hábiles siguientes. (El subrayado es nuestro) 
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Contra la decisión que resuelva la recusación o el impedimento no procede recurso alguno, de 
acuerdo con lo establecido en el Código General del Proceso”  
 
La Corte Constitucional en sentencia C365 de 20003, se refirió a las figuras del impedimento y la 
recusación como instituciones eminentemente procedimentales, con fundamento en el debido proceso, 
con las cuales se pretende mantener la independencia e imparcialidad del funcionario judicial y cuyas 
causales están taxativamente señaladas por la Ley. 
 
Así mismo, el Consejo de Estado4 al respecto manifestado que,    
“El impedimento y la recusación han sido concebidos como instrumentos idóneos establecidos 
por el legislador para hacer efectiva la condición de imparcialidad del juez o del funcionario 
judicial en la toma de decisiones. Uno y otra son figuras legales que permiten observar la 
transparencia dentro del proceso judicial y que autorizan a los funcionarios judiciales a alejarse 
del conocimiento del mismo. Las causales de impedimento son taxativas y de aplicación 
restrictiva, comportan una excepción al cumplimiento de la función jurisdiccional que le 
corresponde al Juez, y como tal, están debidamente delimitadas por el legislador y no pueden 
extenderse o ampliarse a criterio del juez o de las partes, por cuanto, la escogencia de quien 
decide no es discrecional. Para que se configuren debe existir un “interés particular, personal, 
cierto y actual, que tenga relación, al menos mediata, con el caso objeto de juzgamiento de 
manera que impida una decisión imparcial.”. Se trata de situaciones que afecten el criterio del 
fallador, que comprometan su independencia, serenidad de ánimo o transparencia en el 
proceso”. 
En consecuencia, evaluador y evaluado tienen la obligación de observar lo dispuesto en la Ley, el 
primero, porque no puede sustraerse de su obligación de evaluar sin que medie una causa que 
legalmente lo justifique y el evaluado, del presentar evidencias de su desempeño y solicitar su 
evaluación.  
En todo caso, el impedimento y la recusación no pueden ser figuras que se usen caprichosamente para 
dilatar o evitar en el caso la evaluación de desempeño laboral. Como garantía al debido proceso del 
evaluado, la Ley prevé que contra la decisión de la evaluación de desempeño procede el recurso de 
reposición y en subsidio de apelación, es decir que es un proceso que está diseñado para brindar 
garantía a las partes y para que se cumpla bajo los presupuestos mínimos de objetividad e 
imparcialidad.    
En este orden de ideas y de conformidad con la normatividad, es fácil concluir, de una parte, que las 
causales para declararse impedido o recusar al evaluador son taxativas y de otra que la manifestación 
de impedimento o solicitud de recusación se formula antes de inicio del proceso de evaluación, no 
obstante, en el evento de tratarse de un hecho sobreviniente que afecte la objetividad del proceso 
deberá manifestarse de manera inmediata dentro del proceso. Así mismo, es preciso observar que la 
mera presentación de una queja conta el funcionario evaluador, no constituye fundamento suficiente 
para viciar el proceso de evaluación de desempeño laboral, toda vez que el impedimento o la 
recusación debe resultar probado, pues como ya se anotó ni al evaluador le está permitido separase 
caprichosamente de su obligación ni al evaluado de elegir libremente a su evaluador.  
Ahora bien, respecto a quien debe resolver la recusación presentada por los docentes de los colegios 
Oficiales de Bogotá, con ocasión de la evaluación de desempeño laboral, el artículo 2 de la Resolución 
2591 del 31 de octubre de 2012 “Por medio de la cual se orienta el proceso de evaluación de docentes 
 
3 Corte Constitucional - sentencia C365 de 2000. MP. Vladimiro Naranjo Mesa 
4 Consejo de Estado- SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, Sentencia 00012 de 2009, MP VICTOR 
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y directivos docentes de los Colegios Oficiales de Bogotá D,C.”, establece que debe ser  el Director 
Local de Educación, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la presentación de solicitud.  
En consecuencia, para decidir el impedimento o la recusación, el superior jerárquico del evaluador en 
el caso objeto de análisis el Director Local de Educación, deberá valorar la incidencia que la situación 
informada pueda tener sobre la transparencia del proceso, y resolverá de plano mediante acto 
administrativo motivado, en el cual si acepta el impedimento o la recusación, determinará a quién le 
corresponde realizar la evaluación, designando a otro funcionario para ese efecto y ordenando la 
entrega de ser el caso de las evidencias y demás documentación. 
 
4.3. Trámite de impedimentos y recusaciones dentro del proceso de evaluación de 
desempeño laboral de un docente o directivo docente 
 
Dicho trámite se adelanta de la siguiente manera: El evaluador al advertir que se encuentra incurso en 
una o varias de las causales de impedimento previstas en la Ley, inmediatamente la manifestará por 
escrito motivado al superior jerárquico de la entidad de acuerdo con la estructura organizacional, quien, 
mediante acto administrativo motivado, decidirá sobre el impedimento, dentro de los cinco (5) días 
siguientes. De aceptarlo designará otro evaluador y en el mismo acto ordenará la entrega de los 
documentos que hasta la fecha obren sobre el desempeño laboral del empleado a evaluar. 
 
Ahora bien, cuando el empleado a ser evaluado advierta que el evaluador esta incurso alguna de las 
causales de impedimento de manera inmediata lo debe recusar ante el superior jerárquico de la entidad 
de acuerdo con la estructura organizacional señalando las causales de impedimento y explicando las 
razones en que se fundamenta, para lo cual allegará las pruebas que pretenda hacer valer. Recibida la 
solicitud el Superior jerárquico tendrá diez (10) días hábiles para valorar la situación, y proferir el acto 
administrativo motivando la decisión allí tomada. En el evento que se acepte la recusación deberá 
designar el nuevo evaluador y ordenar la entrega a de los documentos que hasta la fecha obren sobre 
el desempeño laboral del empleado a evaluar. 
   
Es preciso señalar, que contra la decisión que resuelva la recusación o el impedimento no procede 
recurso alguno, de acuerdo con lo establecido en el Código General del Proceso y el articulo 
2.4.1.5.3.3 del Decreto 1075 de 2015. 
 
En todo caso por regla general la recusación o el impedimento deberán formularse y decidirse antes de 
iniciarse el proceso de evaluación, sin embargo, ello no será posible si la causal invocada sobreviene 
después de haber iniciado el proceso, caso en el cual como ya se mencionó, tan pronto como el 
evaluador o el funcionario a evaluar advierta la existencia de alguna causal de impedimento deberá 
manifestarlo de inmediato y adelantar el trámite al cual se hizo referencia. 
 
Para decidir el impedimento o la recusación, el superior jerárquico del evaluador deberá valorar la 
incidencia que la situación informada pueda tener sobre la transparencia del proceso, y resolverá de 
plano mediante acto administrativo motivado; Si acepta el impedimento o la recusación, determinará a 
quién le corresponde realizar la evaluación, designando a otro funcionario para ese efecto. En el mismo 
acto, ordenará la entrega de la carpeta de evaluación. Contra la decisión adoptada, no procede recurso 
alguno. 
 
4.4. Acoso laboral 
 
Con la Ley 1010 de 2006 se adoptaron medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y 
otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo. 
 
El acoso laboral, es toda conducta persistente y demostrable, ejercida sobre un empleado, trabajador 
por parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o mediato, un compañero de trabajo 
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o un subalterno, encaminada a infundir miedo, intimidación, terror y angustia, a causar perjuicio laboral, 
generar desmotivación en el trabajo, o inducir la renuncia según el artículo 2 de Ley 1010, 2006 
 
Situaciones presuntamente tipificadas como acoso laboral establecidas según la ley 1010 de 2006, son 
maltrato laboral, persecución laboral tipificada, discriminación laboral, entorpecimiento laboral, la 
inequidad laboral y  desprotección laboral. 
 
Igualmente, en el artículo 8 de la Ley 1010 de 2006 establece que las siguientes conductas no 
constituyen acoso laboral. 
 
“a) Las exigencias y órdenes, necesarias para mantener la disciplina en los cuerpos que 
componen las Fuerzas Pública conforme al principio constitucional de obediencia debida; 
b) Los actos destinados a ejercer la potestad disciplinaria que legalmente corresponde a los 
superiores jerárquicos sobre sus subalternos; 
c) La formulación de exigencias razonables de fidelidad laboral o lealtad empresarial e 
institucional; 
d) La formulación de circulares o memorandos de servicio encaminados a solicitar exigencias 
técnicas o mejorar la eficiencia laboral y la evaluación laboral de subalternos conforme a 
indicadores objetivos y generales de rendimiento; 
e) La solicitud de cumplir deberes extras de colaboración con la empresa o la institución, cuando 
sean necesarios para la continuidad del servicio o para solucionar situaciones difíciles en la 
operación de la empresa o la institución; 
f) Las actuaciones administrativas o gestiones encaminadas a dar por terminado el contrato de 
trabajo, con base en una causa legal o una justa causa, prevista en el Código Sustantivo del 
Trabajo o en la legislación sobre la función pública. 
g) La solicitud de cumplir los deberes de la persona y el ciudadano, de que trata el artículo 95 de 
la Constitución. 
h) La exigencia de cumplir las obligaciones o deberes de que tratan los artículos 55 á 57 del 
C.S.T, así como de no incurrir en las prohibiciones de que tratan los artículo 59 y 60 del mismo 
Código. 
i) Las exigencias de cumplir con las estipulaciones contenidas en los reglamentos y cláusulas de 
los contratos de trabajo. 
j) La exigencia de cumplir con las obligaciones, deberes y prohibiciones de que trata la legislación 
disciplinaria aplicable a los servidores públicos. 
PARÁGRAFO. Las exigencias técnicas, los requerimientos de eficiencia y las peticiones de 
colaboración a que se refiere este artículo deberán ser justificados, fundados en criterios objetivos 
y no discriminatorios” 
El acoso laboral docente en algunas instituciones educativas puede incidir en la evaluación de 
desempeño laboral, especialmente para los docentes del decreto 1278 de 2002 quienes deben ser 
sometidos a ella anualmente.  
 
Precisamente el artículo 11 de la Ley 1010 de 2006 consagra que las garantías con el fin de evitar 
actos de represalia contra quienes han formulado peticiones, quejas y denuncias de acoso laboral o 
sirvan de testigos en tales procedimientos, procede siempre y cuando la autoridad administrativa, 
judicial o de control competente verifique la ocurrencia de los hechos puestos en conocimiento, razón 
por la cual será a partir de ese momento la configuración de la protección especial, al señalar: 
 “ARTÍCULO 11. GARANTÍAS CONTRA ACTITUDES RETALIATORIAS. A fin de evitar actos de 
represalia contra quienes han formulado peticiones, quejas y denuncias de acoso laboral o sirvan de 
testigos en tales procedimientos, establézcanse las siguientes garantías: 
 1. La terminación unilateral del contrato de trabajo o la destitución de la víctima del acoso laboral 
que haya ejercido los procedimientos preventivos, correctivos y sancionatorios consagrados en la 
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presente Ley, carecerán de todo efecto cuando se profieran dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la petición o queja, siempre y cuando la autoridad administrativa, judicial o de control 
competente verifique la ocurrencia de los hechos puestos en conocimiento. 
2. La formulación de denuncia de acoso laboral en una dependencia estatal, podrá provocar el 
ejercicio del poder preferente a favor del Ministerio Público. En tal caso, la competencia 
disciplinaria contra el denunciante sólo podrá ser ejercida por dicho órgano de control mientras se 
decida la acción laboral en la que se discuta tal situación. Esta garantía no operará cuando el 
denunciado sea un funcionario de la Rama Judicial. 
 3. Las demás que le otorguen la Constitución, la ley y las convenciones colectivas de trabajo y 
los pactos colectivos. 
 Las anteriores garantías cobijarán también a quienes hayan servido como testigos en los 
procedimientos disciplinarios y administrativos de que trata la presente ley…” 
Respecto a cómo se sanciona el acoso laboral, en el caso de los empleados público, se considera 
como una falta disciplinaria gravísima, según el Código Disciplinario Único, cuando su autor sea un 
servidor público. 
En lo que se refiere a la competencia, es de indicarle que la Ley 1010 de 2006 determina la 
competencia disciplinaria para conocer de las conductas de acoso laboral, señalando lo siguiente: 
“ARTÍCULO 12. COMPETENCIA.  
(…) 
Cuando la víctima del acoso laboral sea un servidor público, la competencia para conocer de la 
falta disciplinaria corresponde al Ministerio Público o a las Salas Jurisdiccional Disciplinaria de los 
Consejos Superior y Seccionales de la Judicatura, conforme a las competencias que señala la 
ley.” 
Es decir, radica como competente para conocer de las actuaciones disciplinarias por acoso laboral en 
la que se vean involucrados los servidores públicos, al Ministerio Público, entendido en los términos del 
artículo 118 de la Constitución Política de Colombia y específicamente en materia disciplinaria: el 
Procurador General de la Nación, los procuradores delegados y personeros. 
Ahora, la confusión sobre la limitación de la competencia disciplinaria se genera en dos actos 
administrativos específicos: 
Resolución 000652 del 30 de abril de 2012 del Ministerio del Trabajo 
“Artículo 6o. Funciones del Comité de Convivencia Laboral. El Comité de Convivencia 
Laboral tendrá únicamente las siguientes funciones:” 
(…) 
“7. En aquellos casos en que no se llegue a un acuerdo entre las partes, no se cumplan las 
recomendaciones formuladas o la conducta persista, el Comité de Convivencia Laboral, deberá 
remitir la queja a la Procuraduría General de la Nación, tratándose del sector público. En el 
sector privado, el Comité informará a la alta dirección de la empresa, cerrará el caso y el 
trabajador puede presentar la queja ante el inspector de trabajo o demandar ante el juez 
competente.” 
Por su parte, la Secretaría de Educación Distrital, mediante Resolución 1435 del 11 de septiembre del 
2020, “Por medio de la cual se adopta la política de prevención del acoso laboral, se actualiza la 
organización y funcionamiento de los Comités de Convivencia Laboral de la Secretaría de Educación 
del Distrito y se adicionan otras disposiciones” en el articulo 3 señaló que le corresponde a los comités 
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de convivencia laboral, con relación a las quejas de acoso laboral, entre otras, acordar y recomendar 
soluciones y más adelante en el numeral 7 del artículo 5, determina que cuando no se llegue a ningún 
acuerdo entre las partes, no se cumplan las recomendaciones formuladas o la conducta persista, aquel  
debe remitir la queja a la Procuraduría General de la Nación. 
Aquí es preciso señalar que de conformidad con lo señalado en el articulo 17 de la precitada 
resolución, todos los comités de convivencia laboral de la SED se deben acoger al procedimiento 
denominado “Instauración y atención de quejas por presuntas conductas de acoso laboral ante el 
comité de convivencia laboral de la Secretaría de Educación del Distrito”  
Ahora bien, es importante advertir que las denuncias por acoso laboral no en todos los casos obedecen 
a conductas presuntamente tipificadas bajo esta figura, sino a situaciones relacionadas con “el poder 
disciplinario o a recomendaciones para los empleados en cuanto al cumplimiento de los estándares de 
ética, conducta, funciones y responsabilidades. Es común ver quejas de acoso laboral con el único 
propósito de buscar una protección laboral o casos sin pruebas que permitan una adecuada 
investigación. 
 
Con relación a la evaluación de desempeño frente al acoso laboral, en los términos del Artículo 16 de la 
Ley 1010 de 2006, previo dictamen de la entidad promotora de salud EPS a la cual está afiliado el 
sujeto pasivo del acoso laboral, se suspenderá la evaluación del desempeño laboral por el tiempo que 
determine el dictamen médico. 
Ahora frente al interrogante planteado en el sentido de sí la sola queja de acoso laboral constituye una 
causal de impedimento en el proceso de evaluación de desempeño laboral de un docente o directivo 
docente, es preciso señalar que le corresponde al evaluador definir si ésta afecta su objetividad, caso 
en el cual debe declarase impedido conforme el trámite señalado en el capítulo anterior.  
 
Igualmente, en el caso de recusación también el superior deberá evaluar las pruebas aportadas en la 
solicitud, con el propósito de definir si se trata de un hecho que afecte la imparcialidad, pues cualquier 
impedimento debe estar soportado en pruebas que lo sustenten. En ambos casos cuando se acepte el 
impedimento o la recusación, se debe señalar la causal señalada en la ley, toda vez que como ya se 
advirtió las causales de impedimento son taxativas. 
 
Por consiguiente, la sola presentación de una queja en contra del evaluador no implica la obligación de 
designar otro evaluador, ni la posibilidad por parte del responsable de evaluar de desconocer tal 
obligación.  Lo anterior, bajo el entendido que el desconocimiento del deber de evaluar puede dar lugar 
a una sanción disciplinaria. 
 
De ahí que es importante tener claro que el trámite dado a una queja que puede enmarcarse dentro de 
la ley de acoso laboral es diferente al trámite que se encuentra establecido para la declaratoria de 
impedimento del evaluador. 
 
Respecto a la causal de impedimento que deba invocarse cuando el evaluado presenta una queja por 
acoso laboral contra su evaluador, ello dependerá de muchos factores los cuales le corresponde al 
superior inmediato analizar.  
 
Así las cosas, la procedencia de la causal 8 del artículo 84 del Código Único Disciplinario depende de 
la existencia de una vinculación formal a una investigación disciplinaria en la que se haya proferido 
resolución de acusación o formulación de cargos. 
Igualmente, cuando el superior inmediato, al analizar el impedimento o la recusación, fundada en una 
queja por acoso laboral, vislumbre que de allí se genera una enemistad grave entre el evaluador y 
evaluado, podrá aceptar el impedimento con fundamento en la causal 5 del artículo 84 de la Ley 734 de 
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1. En la evaluación anual de desempeño laboral, el evaluador sólo emitirá una única calificación al 
finalizar el año escolar, siempre que el evaluado haya ejercido el cargo en el establecimiento educativo 
mínimo durante tres meses continuos o discontinuos. 
2. Los impedimentos y recusaciones son una institución que busca la garantía de la imparcialidad en el 
ejercicio de la función pública, fundada en el artículo 209 de la Constitución Política. 
3. La recusación o el impedimento deberán formularse y decidirse antes de iniciarse el proceso de 
evaluación, a excepción de que la causal invocada sobreviene después de haber empezado tal 
proceso. 
4. Los impedimentos y recusaciones deben ser resueltos por el superior jerárquico de la entidad de 
acuerdo con la estructura organizacional, en el caso del proceso de evaluación anual de desempeño de 
docentes de docente y directivos docentes de la Secretaría de Educación Distrital, es el Director Local 
de Educación, de conformidad con lo señalado en la Resolución 2591 del 31 de 0ctubre de 2012 de la 
Secretaría de Educación Distrital. 
5. La competencia para conocer de las actuaciones disciplinarias por acoso laboral en la que se vean 
involucrados los servidores públicos, es exclusiva de la Procuraduría General de la Nación,  pero antes 
de que este ente de control asuma el conocimiento de la acción, es indispensable agotar el 
procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo por el Comité de Convivencia laboral de la 
Entidad, con el propósito de superar, de manera preventiva y correctiva, las conductas de acoso laboral 
que ocurran en el lugar de trabajo. 
 
Respuesta a la consulta. 
Pregunta: “…si el curso de una queja por presunto acoso laboral ante la Procuraduría General de la 
Nación, se enmarca dentro de la causal 5 o la causal 8” . 
 
Respuesta: En el marco de lo dispuesto en la Ley 734 de 2002, con la sola queja por presunto acoso 
laboral remitida para conocimiento de la Procuraduría General de la Nación, no se ha configurado 
causal de impedimiento o recusación alguna. Se requiere para invocar la causal 8 del artículo 84 de la 
citada ley además de estar o haber estado vinculado formalmente a una investigación disciplinaria que 
se haya proferido resolución de acusación o formulación de cargos. Por otra parte, procederá la causal 
5 de la citada disposición, en el evento de que se evidencie de manera manifiesta una enemistad grave 
entre el evaluador y evaluado. 
 
En los anteriores términos damos respuesta a su solicitud. 
 
Finalmente, recuerde que puede consultar los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica en la 
página web de la Secretaría de Educación del Distrito http://www.educacionbogota.edu.co, siguiendo la 
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